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1. DERECHO URBANÍSTICO. LEGISLACION VIGENTE

en una materia multidisciplinar y técnica.

En la actualidad, el régimen urbanístico vigente en Aragón, está integrado por las siguientes normas:

—Desarrollado por Decreto 52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de 
la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística, en materia de organización, planeamiento urbanístico y régimen especial de pequeños municipios, aún 

 
5 de marzo.

7 de abril. 

Reglamento de Gestión Urbanística, aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto. 

-
tica, aprobado por Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio.

—Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipote-
caria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de naturaleza urbanística. 

-
munidad Autónoma de Aragón.

intervención en el mercado de la vivienda y del suelo y en el uso del suelo y la disciplina urbanística, y el régimen urbanístico del suelo, el vuelo y el 
subsuelo en la Comunidad Autónoma de Aragón.

Es importante señalar que el artículo 2 del TRLUA establece que la dirección y el control de la actividad urbanística constituyen una función 
pública, relacionando las funciones que se atribuyen a las distintas Administraciones Públicas competentes, entre las que se pueden destacar en mate-
ria del planeamiento, la redacción y aprobación de los instrumentos de la ordenación urbanística; en materia de gestión, la probación de la forma de 
gestión de la actividad administrativa de ejecución; y en materia de disciplina, la intervención para el cumplimiento del régimen urbanístico del suelo, 

urbanística y de vivienda y la sanción de las infracciones administrativas; además de cualesquiera otras que sean necesarias para la efectividad de los 

La actividad urbanística se desarrollará para la consecución de sus objetivos conforme a los principios que detalla el artículo 3 del TRLUA 

etivos que relaciona el artículo 4 del TRLUA.
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En cuanto a organización y competencias de las distintas Administraciones implicadas en la actividad urbanística, los artículos 5 a 9 del TRLUA 
citan en primer lugar a la Administración de la Comunidad Autónoma, cuyos órganos urbanísticos activos son los siguientes:

• De carácter unipersonal, el Consejero y el Director General competentes en materia de urbanismo. Sus funciones se detallan en los artículo2 y 
artículo13 del Decreto 14/2016, de 26 de enero, por el que se regula la estructura orgánica del departamento de Vertebración del Territorio, Movilidad 
y Vivienda.

• De carácter colegiado, los Consejos Provinciales de Urbanismo de Huesca, Teruel y Zaragoza. Por Decreto 129/2014, de 29 de julio, se aprueba 
el Reglamento de los CPU.

En segundo lugar atribuye a las diputaciones provinciales la función de cooperación y asistencia a los municipios de sus respectivos territorios 
en el desarrollo de la actividad urbanística. Esta competencia también se recoge como propia de las DD.PP. en el artículo36 LBRL. 

9 establece que las Comarcas podrán ejercer competencias en su territorio en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo. El contenido de esta 
competencia se desarrolla en el artículo16 de la misma Ley. Nunca ha sido incluida en los distintos Decretos de Transferencias aprobados.

En un tercer nivel, se prevé que con carácter general y para la gestión de los intereses de la comunidad local, corresponde a los municipios la 
actividad urbanística pública lo cuales ejercerán las competencias que les hayan sido atribuidas y cuantas otras competencias en materia urbanística no 

ejercerá en todo caso como competencias propias las materias de Urbanismo, que comprenden el planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanís-
tica; la protección y gestión del Patrimonio histórico; la promoción y gestión de la vivienda de protección pública y la conservación y rehabilitación de 

son, entre otras, el medio ambiente urbano, en particular, parques y jardines públicos; las infraestructuras viarias y otros equipamientos de su titularidad; 

El artículo 8 TRLUA en sus apartados 3º, 4º y 5º determina las competencias del Alcalde, del Pleno y de la Junta de Gobierno, atribución que, en 
principio corresponde a una norma de régimen local y no a una norma urbanística, y que en algunos aspectos no coincide con lo dispuesto al respecto 
en la citada LBRL, que, en principio, debe prevaler en esta cuestión.

Finalmente, el artículo 9 del TRLUA incluye a las Sociedades urbanísticas de carácter mercantil en la organización urbanística, las cuales pueden 
ser constituidas por todas las Administraciones anteriores y sus entidades instrumentales, por sí solas, entre sí, mediante consorcios o con terceros, para 
el estudio, elaboración, desarrollo, gestión, promoción y ejecución del planeamiento territorial y urbanístico u otro objeto de la incumbencia de las 
Administraciones que las constituyan, siempre que no implique ejercicio de autoridad, y observando en todo caso lo dispuesto por la legislación sobre 

2. RÉGIMEN URBANÍSTICO DEL SUELO
Se regula en el Título I del TRLUA, artículos 10 a 37.

2.1 Situaciones, clases y categorías del suelo
De acuerdo con el artículo 10 TRLUA, el régimen urbanístico del suelo será el establecido en la legislación estatal de suelo, en el propio TRLUA, 

de los predios.

el artículo 21 del TRLS.
Por su parte, las clases y categorías de suelo constituyen las distinciones típicamente urbanísticas cuya delimitación corresponde a los planes 

urbanísticos en atención al modelo de evolución urbana y ocupación del territorio que este establezca. De acuerdo con el artículo 11 del TRLUA, el plan 

-

deberes y derechos de los propietarios.
En los municipios que carezcan de plan general, el suelo que no tenga la condición de urbano tendrá la consideración de suelo no urbanizable.

-
bito; así, en suelo urbano y urbanizable, se distingue entre residencial, industrial, terciario, etc., y en no urbanizable, agrícola, ganadero, forestal, etc.

-

los usos pormenorizados a cada parcela.

2.2 Suelo Urbano 

Por su parte, la jurisprudencia ha partido de apreciar el carácter reglado de los supuestos legales que determinan la condición de suelo urbano, 

como suelo urbano el suelo que no reúne los requisitos legales, y hay que acudir a pruebas periciales para acreditar la concurrencia de los requisitos que 

A tenor del artículo 12 TRLUA, tendrán la condición de suelo urbano los terrenos que se encuentren en una de estas cuatro situaciones:

la conectividad con la trama viaria básica municipal; servicios de abastecimiento y evacuación de agua; suministro de energía eléctrica; servicios de 
telecomunicaciones y gestión de residuos.
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alumbrado público.

-
cunvalación ni las vías de comunicación interurbanas.

cuanto a su uso y tipología que se encuentren integrados en la malla urbana de la que formen parte.

Dentro del suelo urbano, el artículo 13 TRLUA distingue las siguientes categorías:

residual.

a. Que estén urbanizados de acuerdo con las determinaciones y normas técnicas establecidas por el planeamiento urbanístico, o en todo caso, si 
-

das a los usos permitidos, así como de alumbrado público, y confronten con una vía pavimentada y adecuada para el tránsito de peatones y vehículos 
rodados.

-

El SUNC se ha impuesto como repuesta a las necesidades de urbanización o reurbanización que presentan nuestras ciudades. Tanto en la realidad 
como en su régimen jurídico está más cerca del suelo urbanizable que del SUC.

sobre la forma de ejecutar las obras de urbanización: bien mediante actuaciones aisladas en SUC, bien mediante actuaciones integradas en SUNC. Las 
primeras se ejecutan por el Ayuntamiento por el sistema de las obras ordinarias, siempre que se hayan cumplido los deberes del artículo31.4 TRLUA; 

De acuerdo con el artículo14.2 TRLUA, los terrenos incluidos en suelo urbano no consolidado y urbanizable solo podrán alcanzar la condición 

Es en este suelo en el que se producen los crecimientos del entramado urbano conforme a las previsiones del PGOU. En la actualidad, se estable-

urbana y ocupación del territorio resultante de la ordenación estructural, que ha de responder al modelo de ciudad compacta de acuerdo con las reglas 
del artículo 39 TRLUA.

-

Plan, no hay Suelo Urbanizable.

Las categorías de este suelo según el Plan General serán:

aprobado la correspondiente ordenación pormenorizada que permita la urbanización.

de gestión y proyecto de urbanización correspondientes, siempre que se cumplan los requisitos señalados en el artículo 236 TRLUA, que regula la 

aprobado el correspondiente plan parcial, se aplicará el régimen establecido para el suelo no urbanizable genérico en los artículos 34 a 36, y sus propie-

2.3 Suelo no urbanizable

concurrir alguna de las circunstancias siguiente, normalmente puesta de relevancia por la legislación sectorial:
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ón urbanística por la legislación de protección o policía del dominio público, de protección medioam-
biental, de patrimonio cultural o cualquier otra legislación sectorial, así como los terrenos que deban quedar sujetos a tal protección conforme a los 

forestales y paisajísticos.

El artículo 16.2 TRLUA establece las siguientes categorías: 

ordenación urbana. Será la clase y categoría residual.

Para los municipios que carezcan de plan general, la disposición adicional primera TRLUA, relaciona las áreas que tendrán la consideración de 
suelo no urbanizable especial, siempre que no tengan la condición de suelo urbano. 

De acuerdo con el artículo 28 del TRLUA, los propietarios del suelo no urbanizable tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de los terrenos 

-
tes o rehabilitados para usos compatibles con las razones por las que ese suelo ha sido preservado de su transformación.

En consecuencia, a tenor del artículo 28.3 TRLUA, quedan prohibidas las parcelaciones que den lugar a la formación de núcleos de población 

servicios urbanísticos y dotaciones comunes, en defecto de caracterización más estricta en el planeamiento. Al respecto hemos de considerar también 
el artículo 34.2 apartado 2º TRLUA, que establece que, salvo que el plan general o directrices de ordenación territorial establezcan condiciones más 

En ningún caso podrá efectuarse divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra del régimen de las unidades mínimas 
de cultivo o de lo dispuesto en la legislación forestal, agraria o de similar naturaleza. 

siempre que los terrenos integren una unidad apta para ello por reunir las condiciones físicas y jurídicas requeridas legalmente y que se lleven a cabo en 
el tiempo y las condiciones previstas por la ordenación territorial y urbanística. 

Así en SNUG, los municipios podrán autorizar, mediante el título habilitante de naturaleza urbanística correspondiente, las construcciones e 
instalaciones reguladas en los artículos 34 y 35 TRLUA. Son las siguientes:

—Mediante licencia municipal directa:

• Artículo 34.2: Vivienda unifamiliar aislada en municipios con PGOU.

—Mediante autorización especial, siguiendo el procedimiento del artículo 36 TRLUA:

En cambio, en SNUE está prohibida cualquier construcción, actividad o cualesquiera otros usos que impliquen transformación de su destino o 

mismas normas podrán prever actividades, construcciones u otros usos que puedan llevarse a cabo.

3. PLANEAMIENTO URBANÍSTICO

ciudades no hay verdadero urbanismo, aunque algunas situaciones se regulen directamente en la legislación urbanística. 

En cuanto a su naturaleza, el criterio dominante en el Derecho español considera que los planes son normas jurídicas, incluidos los estudios de 
detalle. Así las SSTS de 5 de octubre de 2001 y 23 de octubre de 2003, entre otras. Se insertan en el ordenamiento jurídico con efectos vinculantes y con 

3.1 Plan General de Ordenación Urbana

-

y establecer la estructura general de la ordenación urbanística y las pautas para su implantación.

En principio, ha de respetar las determinaciones vinculantes de las Directrices de Ordenación del Territorio y los Planes de Ordenación de los 
Recursos Naturales aplicables, pero cab
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El PGOU debe establecer el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio, del que derivarán las determinaciones estructurales y los di-
ferentes niveles de ordenación pormenorizada en relación con las distintas clases de suelo. Y todo ello, ponderando desarrollo y sostenibilidad ambiental 
y económica, para lo que el artículo 39 TRLUA, nos da tres criterios:

la Ley 11/2014, de Protección Ambiental de Aragón.

Como hemos señalado, el PGOU establecerá la ordenación estructural del término municipal, mediante las siguientes determinaciones, detalla-
das en el artículo 40 del TRLUA:

-

municipales o supramunicipales.

-
nes para su delimitación.

-

Además, en las capitales de provincia, capitales de comarca u otros municipios que así se determine en función de los desarrollos previstos, el 

de transportes públicos.

Finalmente, los artículos 41 a 46 TRLUA determinan la Ordenación pormenorizada que, en relación a cada tipo de suelo deberá contener el 
PGOU. 

Decreto 52/2002.

-
limitación de los ámbitos en los que la ordenación proyectada altera la vigente, con un plano de su situación, y alcance de dicha alteración; y, en su caso, 
los ámbitos en los que se suspendan la ordenación o los procedimientos de ejecución o de intervención urbanística y la duración de dicha suspensión.

planeamiento redactada en Aragón para cada tipo de plan y en cada una de sus fases. De acuerdo con el artículo 45 de la NOTEPA, los instrumentos de 

soporte papel.

que dichos planos y documentos son los efectivamente aprobados, tal como se establece en los artículos 62.4, 63.7 y 64.6 del Decreto 52/2002.

En principio, el artículo 228 del TRLUA prevé su aplicación municipios con población inferior a dos mil habitantes según los datos del último 
padrón.

relevancia territorial, turística, cultural o de otro orden, por razones tales como la especial intensidad y dinamismo de la actividad urbanística, un notable 
incremento acreditado de los precios del suelo o de la vivienda o su cercanía a municipios de más de ocho mil habitantes. 

-

Consejo Provincial de Urbanismo. Hasta la fecha, no se ha dictado tal Orden.
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uelo urbano de un municipio donde se 
admiten determinadas construcciones cumpliendo determinados requisitos de forma que se posibilite un cierto desarrollo en los municipios.

de la Ley y de la legislación sectorial.

El régimen de la zona de borde será de aplicación en los siguientes supuestos: 

contra del Pleno del Ayuntamiento o salvo que los usos admisibles en la zona de borde sean incompatibles con el régimen jurídico del suelo no urba-
nizable. 

los términos del artículo 288 apartado 2.º TRLUA.

En las zonas de borde, podrá autorizarse la construcción de vivienda unifamiliar, almacenes y pequeñas industrias compatibles con el entorno, 
pudiendo conectarse a las redes municipales. 

núcleo consolidado. 

La directriz especial de urbanismo establecerá las condiciones mínimas para poder conceder la autorización, pero mientras se dicta el propio ar-

En cuanto a la autorización de vivienda unifamiliar y pequeñas industrias conforme a este régimen, se requerirá, en tanto no se apruebe la direc-
triz especial de urbanismo, el previo informe favorable del Consejo Provincial de Urbanismo. La autorización tendrá el contenido y grado de detalle de 
la licencia urbanística, a la que sustituirá. 

no delimitado. 

del suelo urbanizable. 

Asimismo, estos planes podrán acogerse facultativamente a las siguientes reglas: 

-
pre que se trate de espacios homogéneos en cuanto a uso y tipología y cuenten con los servicios urbanísticos básicos o vayan a contar con ellos sin otras 

podrán omitir total o parcialmente las normas urbanísticas, remitiéndose a lo dispuesto en la directriz especial de urbanismo. En todo caso, deberán 
contar con el correspondiente catálogo, aunque podrán remitir el régimen de protección a la directriz especial de urbanismo. 

3.3 Delimitación del suelo urbano (DSU)
Se regula en el Título Segundo. Planeamiento urbanístico, Capítulo IV. Otros instrumentos de ordenación urbanística, Sección 3ª, artículos 70 y 

siguientes del TRLUA.

-
mente ha venido a señalar que, si bien no son per se normas reglamentarias, sí participan del carácter de planes urbanísticos. No puede negarse la natu-

de plan general de ordenación urbana, y no tiene la consideración de instrumento de planeamiento urbanístico a los efectos de lo establecido en la Ley, 
de acuerdo con el artículo70. TRLUA.

Se distingue entre contenido mínimo y contenido complementario de la DSU en los artículos 71 y 72 del TRLUA. 

Toda DSU ha de incluir, al menos, el siguiente contenido:

ya en funcionamiento.

-
cedentes. 

los inmuebles y la ordenación de volúmenes. 

-
do con la legislación sectorial, estén integrados en el suelo no urbanizable especial, y las ordenanzas de protección ambiental del suelo no urbanizable 
especial que lo precise, de acuerdo con las determinaciones de la referida normativa sectorial.
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En cuanto a la documentación que ha incluir la DSU, hemos de acudir al artículo 73 TRLUA y al artículo 42 NOTEPA, que la amplia. Los 
documentos que lo integran son los siguientes: 

-
nerales de las ordenanzas adoptadas. 

-
tes documentos adicionales: 

El procedimiento de aprobación de las DSU se recoge en el artículo 74 TRLUA. 

Los procedimientos de elaboración, formulación y aprobación de las DSU no se sujetan al procedimiento de evaluación ambiental estratégica de 
planes y programas, sin perjuicio de la necesidad de requerir informe del órgano competente en materia ambiental. 

-

3.4 Planeamiento de desarrollo

Por planeamiento de desarrollo, también llamado ejecutivo o derivado, se puede entender aquel conjunto de instrumentos urbanísticos que, en 
-

planeamiento de desarrollo.

Dentro del concepto más o menos amplio de planeamiento de desarrollo, se pueden considerar los siguientes instrumentos:

Los planes parciales se regulan en los artículo 51 a 60 del TRLUA y 67 a 104 del Decreto 52/2002.

general mediante la ordenación detallada de uno o varios sectores. Se trata de un instrumento urbanístico de desarrollo del planeamiento general del que 
dependen jerárquicamente y al que no pueden contradecir de ningún modo. Nunca podrán aprobarse planes parciales sin que, previa o simultáneamente 

El sector es el ámbito de ordenación propio del plan parcial, el cual abarcará uno o varios sectores completos. La delimitación de sectores deberá 
garantizar el desarrollo urbano racional de la ciudad y ser coherente con el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio resultante de la orde-
nación estructural establecida en el plan general, a tenor del artículo 45 del TRLUA.

Podemos considerar al Plan Parcial como el último escalón del planeamiento urbanístico; a partir de él, entren en juego los instrumentos de ges-
tión o de ejecución urbanística. No podrán aprobarse los correspondientes instrumentos de gestión sin que, previa o simultáneamente se haya aprobado 

y las bases orientativas para su ejecución, de acuerdo con los artículos 41 y 42.1 del TRLUA, por remisión del artículo 52 del TRLUA, y además las 
determinaciones que relaciona el artículo 52 del TRLUA. Asimismo, los planes parciales podrán contener las determinaciones propias del proyecto de 

simultánea con cualquier instrumento de gestión urbanística.

tanto, proporcionadas a las características del municipio y ajustadas al uso dominante del sector correspondiente. En defecto de previsión o de adecuada 

conformidad con los criterios pormenorizados que al efecto establece el artículo 54 del TRLUA y los artículos 77 a 85 del Decreto 52/2002.

Estas determinaciones se desarrollarán en los siguientes documentos, de acuerdo con el artículo 55 del TRLUA y los artículos 88 a 95 del Decreto 

El procedimiento de aprobación se regula en los artículos 56 y siguientes del TRLUA y 96 y siguientes del Decreto 52/2002. 

determinados elementos o aspectos relevantes de un ámbito territorial determinado. La diferencia del resto de planes urbanísticos, por tanto, reside en 
que regulan un territorio o ámbito desde un punto de vista sectorial, es decir, su foco de acción se centra en uno o varios aspectos o elementos de dicho 
territorio, sin dar un tratamiento global territorial o urbanístico al mismo. En los Planes Especiales desaparece la nota de generalidad y se caracterizan 

Los Planes especiales se regulan en los artículos 61 a 66 del TRLUA y 105 a 124 del Decreto 52/2002.

A diferencia de los planes parciales, podrán formularse planes especiales tanto con carácter independiente como en desarrollo de directrices de 
ordenación territorial o del plan general de ordenación urbana. Ahora bien, en ningún caso los planes especiales podrán sustituir al plan general en su 
función de instrumento de or
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la ordenación estructural.

Respecto a su contenido, los planes especiales recogerán las determinaciones necesarias para el desarrollo de las correspondientes directrices o 
-

lladas en la memoria, planos, catálogos, ordenanzas, plan de etapas y evaluación de costes.

modo: 

no contuviesen las previsiones detalladas oportunas. Se regulan detalladamente en el artículo 62 del TRLUA y en los artículos 107 y 108 del Decreto 

Podrán formularse tanto los Ayuntamientos como por otras Administraciones competentes y el procedimiento de aprobación de estos planes será 
el establecido para los planes generales.

en Directrices de Ordenación del Territorio. Se regulan detalladamente en el artículo 63 del TRLUA y en los artículos 109 y 110 del Decreto 52/2002.

En este caso como en el anterior, los municipios y las Administraciones competentes podrán formularlos y su procedimiento de aprobación será 
el establecido para los planes parciales de iniciativa municipal con ciertas especialidades

estos contienen. Se regulan detalladamente en el artículo 64 del TRLUA y en los artículos 111 y siguientes del Decreto 52/2002.

-

aprobación de estos planes será el establecido para los planes parciales.

Como una modalidad de estos planes especiales que desarrollan planes generales, el artículo 65 del TRLUA y el artículo 118 apartados segundo 
-

Las determinaciones y documentos de los planes especiales de reforma interior serán los adecuados a sus objetivos y, como mínimo, los previstos 
para los planes parciales. Contendrán en todo caso la delimitación de las unidades de ejecución, plazos de ejecución y determinación de la forma de 
gestión, así como las bases orientativas para su ejecución. 

de redactar uno o varios planes especiales para la protección y, en su caso, saneamiento y renovación del área afectada, cuando se haya declarado un 
conjunto de interés cultural de conformidad con lo establecido en los artículo 41 a 47 de la Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimonio Cultural Ara-
gonés. No obstante, no será preceptiva la formulación de este plan especial cuando el municipio acuerde incorporar directamente en el plan general de 
ordenación urbana las determinaciones propias de tales planes especiales. El procedimiento de aprobación de estos planes será el establecido para los 
planes parciales. 

Se regulan en los artículos 67 y 68 del TRLUA y 125 a129 del Decreto 52/2002.

los planes parciales y especiales y en las delimitaciones de suelo urbano, relativas a alineaciones y rasantes u ordenación de volúmenes y a determina-

-
mente. Y por tanto, disposiciones de carácter general y no meros actos administrativos, aunque ocupen el último lugar en el planeamiento.

Los estudios de detalle podrán establecer nuevas alineaciones y crear los nuevos viales o suelos dotacionales públicos que precise la remo-

establecimiento estuvieran ya determinados; en ningún caso podrán alterar el destino del suelo ni el aprovechamiento que corresponda a los terrenos 

-
ción pública y audiencia de los interesados por plazo común de un mes como mínimo.

Cabe señalar que cualquier persona podrá formular a su costa estudios de detalle, pero en la tramitación de estos estudios de detalle de iniciativa 
privada, se habrá de seguir las especialidades establecidas en el apartado segundo del artículo 68 del TRLUA.

-

urbanísticos básicos que deben dotarse para la transformación de los suelos. 

-
sibilidad para discapacitados y calidad de las construcciones. En ningún caso podrán alterar el plan general ni menoscabarán las medidas establecidas 
para la protección del medio ambiente o del patrimonio cultural aragonés. 

Para la aprobación de las ordenanzas, se aplicarán las reglas de competencia y procedimiento establecidas en los artículos 49 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y 139 a 141 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, con las 

-
nistraciones Públicas.

3.5 Disposiciones comunes 
El Título Segundo
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El Pleno municipal puede acordar la suspensión del otorgamiento de licencias para facilitar el estudio de una nueva ordenación, o para la refor-
ma de Planes Urbanísticos o Estudios de Detalle vigentes. Se trata de una medida cautelar que persigue el impedir la realización de obras que puedan 
resultar contrarias o incompatibles con el nuevo planeamiento proyectado. Ahora bien, también supone una muy importante limitación en el ejercicio 

conforme al planeamiento vigente, por lo que las citadas normas deben interpretarse restrictivamente.

por lo que será necesario determinar caso a caso su alcance.

En el artículo78 TRLUA se regulan los plazos de duración de la suspensión en función de los diversos supuestos posibles, si bien en cualquier 

En primer lugar, el artículo 79 TRLUA consagra la plena obligatoriedad de lo dispuesto en los planes, normas y ordenanzas urbanísticas tanto 
para los particulares como para las Administraciones Públicas. Como consecuencia, son nulas de pleno derecho tanto las reservas de dispensación con-
tenidas en dichos instrumentos, como las concedidas al margen de ellos. Su prohibición constituye una manifestación del principio de legalidad y del 
de inderogabilidad singular de la norma.

En segundo lugar, el artículo 80 TRLUA dispone la inmediata ejecutividad de los planes urbanísticos una vez publicado el acuerdo de su aproba-

Finalmente, la disposición adicional 5ª del TRLUA en relación con la publicidad de los planes, concluye que los documentos de los planes y de-
más instrumentos urbanísticos serán públicos y que cualquier persona podrá, en todo momento, consultarlos e informarse de los mismos en el municipio. 

Respecto a la publicación de estos instrumentos, la misma disposición adicional 5ª del TRLUA determina que serán objeto de publicación en el 

-
mos de atender a los artículos 70.2 de la LBRL y 25.2 del TRLS 

En tercer lugar, de acuerdo con el artículo 81 TRLUA, la aprobación de los Planes conllevará la declaración de utilidad pública de las obras y la 

-

Salvo que el planeamiento disponga otra cosa, solo cabrán en ellos pequeñas reparaciones por higiene, ornato, seguridad o conservación del 

desde la fecha prevista para dichas obras.

una privación patrimonial, la jurisprudencia insiste en que ha de interpretarse restrictivamente.

aplica por ministerio de la Ley, sin necesidad de un acto de constatación. Además, es un régimen de limitación de las obras que se pretendiera ejecutar, 
no de usos que se estuvieran llevando a cabo en el inmueble, que podrán seguir realizándose.

afectados, informe del Consejo de Urbanismo de Aragón, dictamen del Consejo Consultivo de Aragón y acuerdo de las Cortes de Aragón, podrá sus-

urbanismo el ejercicio de la potestad de planeamiento. La suspensión no podrá ser superior a un año ni la atribución a cinco.

-

-
quier persona.

De acuerdo con el artículo 84 TRLUA, se considera revisión del PGOU cualquier alteración que afecte sustancialmente a la ordenación estruc-

ordenación urbanística, se llevará a cabo según las reglas sobre documentación, procedimiento y competencia establecidas para su aprobación.

-
mentos informativos como en los de ordenación.

-
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-

En cuanto a su tramitación, el Documento Refundido se presentará a la Administración solicitante, que se pronunciará en dos meses sobre su 
idoneidad. El silencio transcurrido este plazo supondrá la conformidad con el documento presentado.

un documento refundido, en tanto no se presente dicho documento.

4. INSTRUMENTOS DE POLÍTICA URBANÍSTICA Y DE SUELO

En el Título III del TRLUA se regulan la directriz especial de urbanismo, el sistema de información urbanística de Aragón, los programas de 

autonómica en el ámbito urbanístico, junto a otras ya tradicionales, como son los convenios urbanísticos, los patrimonios públicos de suelo y las áreas 
de tanteo y retracto.

4.1 Directriz especial de urbanismo

acción pública urbanística de manera compatible con la autonomía municipal, especialmente en los ámbitos rurales que comprenden muchos munici-

Esta directriz tiene un doble objeto. En primer lugar, establecerá un marco normativo de referencia para los planes generales de los municipios 
de las diferentes zonas o sistemas funcionales en que se estructure el territorio aragonés, que se podrá asumir voluntariamente como contenido propio en 
sus instrumentos de planeamiento. Las determinaciones que integrarán este marco normativo de referencia se relacionan en el artículo 90 del TRLUA. 

En segundo lugar, la directriz concretará un marco normativo subsidiario para los municipios que carezcan de plan general de ordenación urbana, 
con las determinaciones que recoge el artículo 91 del TRLUA. Al contrario que en el supuesto anterior, este marco subsidiario tendrá carácter vinculante 

Establece el artículo 92 del TRLUA que esta directriz especial de urbanismo se tramitará y aprobará y tendrá los efectos previstos en la legisla-
ción de ordenación del territorio. Al respecto cabe concluir que, por tanto, se trata de una modalidad de las directrices especiales de ordenación terri-

refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón. 

En la actualidad, sigue pendiente la aprobación de esta Directriz, que supondrá, de acuerdo con la disposición transitoria primera del TRLUA, 
la derogación de las Normas Subsidiarias y Complementarias Provinciales actualmente en vigor en las tres provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza.

4.2 Sistema de información urbanística de Aragón

El sistema de información urbanística de Aragón, regulado en el artículo 93 del TRLUA, aspira a promover la más completa publicidad y trans-
parencia en esta materia, facilitando el acceso público a la ordenación urbanística y coordinando los diferentes sistemas de información urbanística de 

-

para su difusión por medios telemáticos.

Se prevé el desarrollo reglamentario de su régimen jurídico, que todavía no ha tenido lugar.

4.3 Programas de coordinación del planeamiento urbanístico

Se regulan estos programas en los artículos 94 a 96 del TRLUA como instrumentos de urbanismo operativo para garantizar una adecuada cone-

la aprobación y gestión del planeamiento urbanístico de los municipios que constituyan su ámbito, para alcanzar objetivos de alcance supralocal acordes 
con los instrumentos de ordenación del territorio y los planes o programas sectoriales estatales o autonómicos que afecten a su territorio. Sus determi-
naciones se relacionan en el artículo 95 del TRLUA.

En cuanto al procedimiento de su aprobación, se regula en el artículo 96 del TRLUA.

4.4 Norma técnica de planeamiento

La creación de la norma técnica de planeamiento respondió al propósito de normalizar técnicamente los instrumentos de planeamiento y, espe-
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rendimiento de la homogeneización del planeamiento, como son la NOTEPACAD, el NOTEPAGIS y el visualizador web de la Dirección General de 
Urbanismo.

Actualmente, su regulación se contiene en los artículos 97 a 99 del TRLUA, desarrollados por el Decreto 78/2017, de 23 de mayo, del Gobierno 

4.5 Convenios urbanísticos
Los convenios urbanísticos suponen un acuerdo de voluntades entre Administraciones Públicas y personas, físicas o jurídicas, públicas o priva-

das, titulares de derechos o intereses urbanísticos. Responden, en primer lugar, al principio de participación de los particulares en el urbanismo, recogido 

-
nes legales vigentes en materia de Régimen Local.

de los dos tipos que se regulan seguidamente, de planeamiento y de gestión.

del TRLUA prevén un estricto régimen jurídico a aplicar a estos. En primer lugar, penaliza con nulidad de pleno derecho los convenios suscritos con 
particulares cuyo contenido determine la necesaria redacción de un nuevo plan general o la revisión del vigente, y los que permitan la percepción de 

modo las facultades negociadoras propias de los convenios.

En segundo lugar, establecen que serán igualmente nulas de pleno derecho, aquellas estipulaciones de los convenios que contravengan normas 

Asimismo, serán nulas aquellas estipulaciones que prevean obligaciones adicionales o más gravosas de las que procedan legalmente en perjuicio 
de los propietarios afectados, en los mismos términos que el artículo 9 apartado 8º del TRLS.

-

lo establecido en el artículo 70 ter de la Ley 7/1985, que impone a las Administraciones públicas con competencias de ordenación territorial y urbanística 
la obligación de tener a disposición de quienes que lo soliciten copias completas de los convenios urbanísticos.

Y por último, en relación con el contenido mínimo indispensable de los Convenios, y como condición esencial para su validez, se determina que 

-
vistas para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que establezca. 

Como ya se ha indicado, se recogen dos tipos de convenios, de planeamiento y de gestión.

-

de quienes los suscriben, recogiendo muy variadas prestaciones por parte del particular, como mayores cesiones de suelo lucrativo o dotacional de las 

función pública indeclinable que establece el artículo 2 del TRLUA, potestad que no quedará condicionada en modo alguno por las estipulaciones del 

En cuanto al procedimiento para su aprobación, el apartado segundo del referido artículo 101 atribuye la competencia para aprobar estos con-

versar sobre las cuestiones de alcance supralocal o de legalidad establecidas en el artículo 49 del TRLUA para la suspensión de la aprobación del plan 
general de ordenación urbana.

la hagan imposible, no habrá lugar a indemnización alguna entre las partes ni a responsabilidad patrimonial de la Administración.

Cuando estos convenios establezcan condiciones para el cumplimiento del deber legal de cesión del aprovechamiento correspondiente al Ayun-

municipales competentes o por sociedad de tasación independiente.
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En relación con el procedimiento de aprobación, el apartado tercero del artículo 102 del TRLUA determina que el competente para aprobar estos 

Igual que en el supuesto de convenios de planeamiento, con anterioridad a esta aprobación es preceptiva la apertura de un período de información pú-
blica por plazo de un mes sobre el proyecto de convenio.

4.6 Patrimonios públicos del suelo

artículos 51 y 52 del TRLS y en los artículos 103 a 113 del TRLUA. Además, cabe su regulación por las entidades locales, a través de Ordenanza o 
Reglamento, en virtud de su potestad de reglamentaria y de autoorganización.

Se pueden constituir tanto por la Comunidad Autónoma como por los municipios que dispongan de plan general de ordenación urbana; en este 
caso serán preceptivos por ministerio de la ley desde la aprobación del plan, de acuerdo con los apartados primero y tercero del artículo 103 del TR-
LUA. Sin perjuicio de esta obligación, el apartado quinto de este artículo dispone que los terrenos o fondos que provengan de las cesiones obligatorias 

-
te en materia de urbanismo del Gobierno de Aragón de un Registro aragonés de patrimonios públicos de suelo, en el que se inscribirán los Inventarios de 
bienes autonómicos y municipales adscritos a sus respectivos patrimonios públicos de suelo. Este Registro será público, de acceso gratuito y tendrá una 

actualizaciones. El Decreto 20/2011, de 8 de febrero, del Gobierno de Aragón, crea el Registro Aragonés de Patrimonios Públicos de Suelo y aprueba el 
Reglamento que regula su organización y funcionamiento.

actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística. A estos tres objetivos, el artículo 105 apartado primero 
del TRLUA añade un cuarto, como es posibilitar iniciativas de interés público o social que comporten la generación de empleo y actividad económica. 

Es importante destacar que los bienes integrantes de los patrimonios públicos de suelo constituyen patrimonios separados de los restantes bienes 
de la Administración titular, a tenor de los artículos 51 apartado segundo del TRLS y 103 apartado cuarto del TRLUA. Quiere esto decir que se trata 

necesidades generales del municipio. 

Estos patrimonios se integran, de acuerdo con el artículo 51 apartado primero párrafo segundo del TRLS, por los bienes, recursos y derechos 

ordenación territorial y urbanística. El artículo 104 del TRLUA concreta los bienes que lo integrarán en nuestra comunidad autónoma.

El artículo 106 del TRLUA permite que a través del planeamiento se puedan establecer, en cualquier clase de suelo, reservas de terrenos u otros 

previsto para estos, que puede ser la constitución de vivienda protegida u otros usos de interés social. 

en las actuaciones de dotación su destino preferente sean actuaciones de rehabilitación o de regeneración y renovación urbanas. Añade que podrán ser 
destinados también a otros usos de interés social, si así lo disponen los instrumentos de ordenación urbanística, solo cuando así lo prevea la legislación 

suelo en Aragón.

En el caso de terrenos integrados en los patrimonios públicos de suelo que no provengan de las cesiones obligatorias y gratuitas de aprovecha-

de interés público o social que comporten la generación de empleo y actividad económica.

Por su parte, los ingresos obtenidos mediante enajenación de terrenos y sustitución del aprovechamiento correspondiente a la Administración 

apartado quinto del TRLS.

los mismos, que los artículos 107 y siguientes del TRLUA regulan detalladamente. En función del uso al que estén destinados, variará el régimen de 
disposición. 

4.7 Áreas de tanteo y retracto

Los derechos de tanteo y retracto son derechos reales de adquisición preferente que otorgan la facultad de adquirir una cosa con preferencia a los 

1521. En su aplicación al Derecho Administrativo en general, se trata de derechos reales limitativos de dominio que permiten a la Administración a cuyo 
favor se establezcan el derecho de adquirir con carácter preferente el bien gravado cuando el propietario haya decidido enajenarlo, si se trata del ejercicio 
del tanteo, o cuando ya lo haya transmitido, en caso del derecho de retracto. Por tanto, ambos son derechos reales de adquisición preferente dirigidos a 
otorgar una prioridad a favor de la Administración titular del derecho real, en la transmisión del bien objeto de enajenación.

En la actualidad se regulan en los artículos 114 a 117 del TRLUA.



243

14. Urbanismo y Licencias

Con carácter general se prevé que tanto los municipios como la Administración de la Comunidad Autónoma puedan delimitar en cualquier clase 
-

titución de estos derechos es múltiple: garantizar el cumplimiento de la programación del instrumento de planeamiento, incrementar los patrimonios 
públicos de suelo, intervenir en el mercado inmobiliario, mejorar la ordenación y gestión de los espacios urbanos y, en general, facilitar el cumplimiento 
de los objetivos del planeamiento. El procedimiento para su delimitación se regula en el artículo 115 del TRLUA.

El precio podrá pagarse en metálico o mediante la entrega de terrenos de valor equivalente, si las partes así lo convienen.

5. GESTION URBANÍSTICA
La gestión urbanística es el conjunto de actividades que despliegan los poderes públicos, sin perjuicio de la iniciativa y colaboración del sector 

privado, para materializar la ejecución del planeamiento, tanto desde un punto de vista jurídico procediendo a la aprobación de los instrumentos de ges-

de materializar los usos y aprovechamientos urbanísticos que determinan los planes. A ella se dedica el Título IV del TRLUA, el cual trata de establecer 
a través de sus siete capítulos, procedimientos que, reforzando las garantías de control público en las diferentes modalidades de actuación, introduzcan 

5.1 Presupuestos y objetivos de la ejecución

-
ción del planeamiento urbanístico.

-
nización de obras ordinarias. 

urbano no consolidado o suelo urbanizable delimitado. 

Desde otra perspectiva y en atención a su objeto, el apartado tercero del artículo 118 del TRLUA distingue entre:

-
bilitación urbana.

-
do entre actuaciones de urbanización y actuaciones de dotación.

En cuanto a las Administraciones competentes, el artículo 119 del TRLUA determina que la ejecución del planeamiento urbanístico corresponde 
a los municipios y la de los planes y proyectos de interés general de Aragón a la Administración de la Comunidad Autónoma, siempre conforme a lo 
establecido en su respectiva normativa reguladora.

El artículo 121 del TRLUA establece los presupuestos que deben darse para que sea posible la ejecución del planeamiento, distinguiendo entre 
actuaciones aisladas e integradas. En el caso de las actuaciones aisladas, se requiere la obtención de la correspondiente licencia así como, cuando pro-

integradas requiere la aprobación del instrumento de planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada, sea plan general de ordenación urbana 
o planeamiento de desarrollo, así como la delimitación de la unidad de ejecución. Con posterioridad o de forma simultánea se tramitará además el ins-

La elección del sistema de gestión la hace la Administración actuante al aprobar el planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada, 

y los intereses públicos, pero también el sistema que propongan por los particulares al formular el proyecto de planeamiento de desarrollo de iniciativa 

unidad, la Administración quedará vinculada por esta propuesta. 

-

5.2 Actuaciones aisladas

que se ejecutan de forma asistemática, sobre suelo urbano consolidado, a través del sistema de urbanización de obras ordinarias y requieren la obtención 

ejecutar actuaciones de rehabilitación incluidas en el programa de rehabilitación en suelo urbano consolidado.
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Insiste el artículo 131 apartado segundo del TRLUA en que la gestión urbanística de estas actuaciones aisladas puede corresponder tanto a la 
Administración como a terceras personas, pero conforme a los siguientes criterios: 

estas obras la encontramos en el artículo 229 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón y en el artículo 334 y ss del Decreto 
347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entida-
des Locales de Aragón. En todo caso, será necesaria la aprobación de sus características generales por el Pleno del Ayuntamiento, previa información 
pública por plazo de veinte días. 

en el artículo 133 del TRLUA. 

conforme a lo establecido en el plan general o en el programa de rehabilitación urbana.

el planeamiento, con dos limitaciones: 

-
ciones o sistemas generales públicos.

-

regulado en el apartado tercero del artículo 133 del TRLUA.

5.3 Actuaciones integradas

urbanística son las que se ejecutan como consecuencia del desarrollo sistemático del planeamiento. Su ámbito de ejecución requiere la delimitación 

delimitado. Estas actuaciones urbanísticas pueden desarrollarse mediante sistemas de gestión directa o indirecta y podrán ser de nueva urbanización, 

rehabilitación urbana. 

Con carácter general, el objetivo de las actuaciones aisladas será la ejecución de obras de urbanización. Pero de acuerdo con el artículo 134 apar-

Estas actuaciones se ejecutan en el ámbito de una o varias unidades de ejecución completas, mediante el sistema de gestión que corresponda a la 
unidad o sector en el que se integre. Será la Administración a través del planeamiento quien establezca el sistema o forma de gestión, ya que, de acuerdo 
con el artículo 40 del TRLUA, las unidades de ejecución o sectores y el tipo de actuación urbanística integrada que los desarrollará son determinaciones 
que ha de contener el plan general. 

a urbanizador. La diferencia entre unos y otros sistemas está en quien asume el protagonismo en el proceso, la Administración o los particulares. No 

Tanto en los supuestos de gestión directa como indirecta, los instrumentos de gestión urbanística podrán tramitarse simultánea o posteriormente 

La participación en la gestión urbanística se ejercerá normalmente a través de las entidades urbanísticas colaboradoras, previstas en los artículos 9 
apartado cuarto y 10 del TRLS, que relaciona sin carácter limitativo el artículo 136 apartado segundo del TRLUA: juntas de compensación, en el sistema 
de compensación; asociaciones administrativas de propietarios, en el sistema cooperación; entidades de conservación, constituidas como consecuencia 

de gestión indirecta por urbanizador.

Todas estas entidades se regirán por sus estatutos, además de la normativa que les sea aplicable, tendrán carácter administrativo y dependerán de 
la Administración urbanística actuante en cuanto ejerzan potestades administrativas. 

actuaciones de transformación urbanística tanto desde un punto de vista jurídico como material, de modo integrado o sistemático a través de un sistema 

como en las actuaciones de regeneración y renovación urbanas previstas en el artículo 183 del TRLUA, las unidades de ejecución podrán ser disconti-

los deberes de cesión y urbanización.
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La delimitación de unidades de ejecución se contiene en el planeamiento urbanístico; es requisito esencial para su delimitación que el ámbito o 
espacio cuente con ordenación pormenorizada, que se lleva a cabo a través del planeamiento. 

pública y audiencia de los interesados por plazo común de un mes como mínimo. Esta regulación no concuerda con la distribución de competencias que 

de la norma, debe prevaler.

La reparcelación es una técnica de gestión o ejecución urbanística que constituye uno de los principios vertebradores de todo el sistema urbanís-

al planeamiento, con adjudicación de las parcelas resultantes a los interesados en proporción a sus respectivos derechos y de los terrenos de cesión 

-

A tenor de los artículos 140 apartado primero del TRLUA y 72 del RGU, la reparcelación tiene por objeto, en primer lugar, la justa distribución de 

Distingue el TRLUA entre reparcelación voluntaria y forzosa en su artículo 141. En la reparcelación voluntaria son los propietarios, de acuerdo 
con lo regulado para cada uno de los procedimientos de gestión, quienes presentan la propuesta de reparcelación; en cambio, la forzosa la impone el 
Ayuntamiento, cuando considera que es necesaria para la ejecución del planeamiento y los propietarios no hayan presentado la voluntaria dentro de los 
plazos otorgados, en su caso, para ello.

El proyecto de reparcelación tiene un contenido complejo, que, ha de ajustarse en principio, a los criterios que relacionan los artículos 142 y 
143 del TRLUA y se detallan en los artículos 87 y ss del RGU, salvo que los propietarios por unanimidad, o el urbanizador adopten otros diferentes. 

adecuada al plan. En este caso, la reparcelación se limitará a la redistribución material de los terrenos susceptibles de reparcelación material y a estable-
cer las cesiones en favor de la Administración y las indemnizaciones entre los afectados.

En cuanto a la documentación que debe integrar el proyecto de reparcelación, el artículo 145 del TRLUA se remite a lo que establezcan dispo-
siciones reglamentarias, debiendo contar, en todo caso con memoria, relación de propietarios e interesados, propuesta de adjudicación, tasación de los 

y planos, detallada en los artículo 82 a 84 del RGU, documentación que podrá reducirse o ampliarse en atención al contenido efectivo de cada repar-
celación.

El procedimiento de aprobación será el establecido para los estudios de detalle en el artículo 68 del TRLUA, que atribuye la aprobación inicial 

mes como mínimo. Esta tramitación se completa con lo establecido en el artículo 101 y siguientes del RGU, en especial en todo lo relativo al Registro 

gestión urbanística al Alcalde, regulación que, en función del principio de especialidad de la norma, debe prevaler.

Propiedad, será necesario tener en cuenta las normas sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística.

Finalmente, se ha de hacer mención de los efectos jurídico reales del acuerdo aprobatorio del proyecto de reparcelación, recogidos en el artículo 
148 del TRLUA y desarrollados en los artículos 122 a 126 del RGU.

5.4 Gestión directa
-

peración, a los que el TRLUA dedica una escueta regulación en los artículos 149 y 150. 

legales como un sistema de actuación, no lo es en puridad, sino que en realidad es un modo de obtención de suelo de titularidad pública, aunque afecte 
a todo un polígono, unidad de actuación o de ejecución.

Este sistema se encuentra regulado en el artículo 149 del TRLUA y en los artículos 199 a 204 del RGU.

las mismas. A pesar de ello cabe que la Administración, motivadamente, acuerde antes de proceder a la ocupación de los bienes, derechos y aprovecha-
-

aportan los terrenos de entrega o cesión obligatoria y gratuita.

Su regulación la encontramos en el artículo 150 del TRLUA y en los artículos 186 a 193 del RGU.
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La gestión directa por cooperación se aplicará por unidades de ejecución completas y comprenderá todos los bienes y derechos incluidos o 

-
parcelación forzosa se entenderá iniciado al aprobarse el planeamiento o la delimitación de la unidad de ejecución que establezcan la aplicación de la 
gestión directa por cooperación. No obstante, en el acuerdo que determine la cooperación como forma de gestión, podrá otorgarse a los propietarios un 
plazo no superior a seis meses para que presenten propuesta de reparcelación voluntaria, formalizada en escritura pública, para lo cual se han de cons-

-
gados a sufragar los costes de urbanización, así como acudir al procedimiento de apremio para recaudar las cuotas no satisfechas en plazo, todo ello de 
acuerdo con la regulación contenida en los apartados tercero y cuarto del artículo 150 del TRLUA y artículos 189 y 190 del RGU.

5.5 Gestión indirecta
En la gestión directa, la promoción de la actividad urbanística es asumida por la iniciativa privada, sea un particular o un empresario, sin perjuicio 

de que las decisiones o resoluciones jurídicas aprobatorias de las diversas actuaciones que integran el sistema sean competencia de la Administración 
urbanística actuante, que se reserva una función de tutela y control. Se ofrecen las dos opciones privadas posibles: compensación o agente urbanizador, 

propios de la urbanización de sus terrenos, y, en el caso de que ello no fuera posible, se abre el proceso a la concurrencia para que, de manera concer-
tada con aquellos titulares de suelo, un tercero seleccionado en pública competencia, pueda desarrollar, en nombre de la Administración, la ejecución 
urbanizadora de la actuación que se pretende urbanizar.

-
tarios aportan los terrenos de entrega o cesión obligatoria y gratuita, realizan a su costa la urbanización en los términos y condiciones que se determinen 
en el planeamiento y, generalmente, se constituyen en junta de compensación.

A diferencia de los sistemas de gestión directa, el sistema de compensación se regula con bastante amplitud en los artículos 151 a 158 del TRLUA 
y 164 a 167 y 181 a 183 del RGU.

se constituyen en junta de compensación, aportan los terrenos de cesión obligatoria mediante reparcelación y ejecutan a su costa la obra pública de 

propiedad, que habrá de contener todas las determinaciones que el TRLUA prevé para la actuación mediante junta. 

De acuerdo con el apartado primero del artículo 152 TRLUA, es necesaria la concurrencia de varios requisitos para que los propietarios puedan 
asumir la iniciativa y actuar por compensación:

la gestión indirecta sin mayor concreción de modalidad. 

el planeamiento. 

sistema de ejecución que se considere más adecuado. 

Las iniciativas que se presenten el Ayuntamiento deberán incluir una o varias unidades de ejecución completas e incluirán, entre otra documenta-

del ámbito de actuación y la propuesta de estatutos y bases de actuación del sistema, con el contenido de los artículos 166 y 167 del RGU, o, en el caso 
de propietario único o común acuerdo, propuesta de convenio urbanístico. 

de urbanización.

A la vista de esta iniciativa, y una vez comprobado que la documentación está completa, el Ayuntamiento tramitará el correspondiente procedi-
miento, regulado en el artículo 154 del TRLUA, que prevé que las bases y estatutos se aprueben por el procedimiento establecido para la aprobación de 
los estudios de detalle. Como ya hemos indicado en otros supuestos, esta distribución de competencias no concuerda con la que establece la Ley 7/1985, 

órgano rector de la junta y tendrá los efectos que se relacionan en el apartado tercero del artículo 154 TRLUA. 

La personalidad, naturaleza, estatuto, responsabilidad y demás cuestiones relacionadas con la junta de compensación, se regulan en los artículos 
155 a 159 del TRLUA, que se completan con las previsiones de los artículos 164, 165 y 181 a 183 del RGU.

Este sistema supone la entrada en la actuación urbanizadora de un tercero, sea o no propietario de suelo, que interactúa con la propiedad del suelo 
y la Administración urbanística actuante desde una perspectiva empresarial, de manera que el agente se responsabiliza de la urbanización a cambio de 
un precio, ya sea a través de aprovechamiento lucrativo o por una cantidad en metálico, o por una combinación de ambos.

Este sistema fue introducido por la legislación valenciana, desde la que se ha venido implantando, con variantes, en la mayor parte del derecho 
autonómico. Así, se ha recogido en los artículos 159 a 182 del TRLUA.

El artículo 159 del TRLUA resume en qué consiste este sistema: el urbanizador gestiona la ejecución del planeamiento, obteniendo su retribución 

regule por el planeamiento o así se determine por el Ayuntamiento a través del procedimiento correspondiente. 
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l artículo 165 del TRLUA como el agente público responsable de ejecutar la urbanización. Podrá ser o no titular del 
suelo afectado por la actuación y será seleccionado en pública competencia conforme a lo establecido en el TRLUA y, en lo que resulte de aplicación, la 
normativa de contratación del sector público, en concreto, en la normativa sobre contratación del sector público para el contrato de gestión de servicios 
públicos. 

-
bles o en metálico, a través de cuotas de urbanización, en los términos del artículo 171 del TRLUA. Sus responsabilidades y el régimen de garantías que 
ha de prestar ante la Administración se recogen en los artículos 168 y 169 del TRLUA. 

Por su parte, los derechos y deberes de los propietarios se relacionan en el artículo 170 del TRLUA, y las prerrogativas de la Administración en 
el artículo 172 del TRLUA.

propietarios afectados. Las normas de procedimiento se regulan en los artículos 173 y ss del TRLUA. 

5.6 Actuaciones de Rehabilitación Urbana
Las actuaciones de rehabilitación urbana se introdujeron en nuestra legislación por la Ley 4/2013 como otra forma de gestión, distinta de las 

actuaciones aisladas y las actuaciones integradas. En la actualidad se regulan en el Capítulo IV del Título Cuarto del TRLU, artículos 183 a 186. 

procesos de obsolescencia o degradación del tejido urbano o del patrimonio arquitectónico o de ambos. Distingue tres clases de actuaciones: 

-

comunes privativos. Para su ejecución únicamente requieren el correspondiente proyecto técnico con propuesta de intervención concreta sobre un 
determinado inmueble.

ámbito de que se trate.

-
mente demolidos, y las obras de urbanización complementarias.

ámbito de intervención. Si se ejecutan en suelo urbano consolidado como actuaciones aisladas, podrán desarrollarse bien a través del correspondiente 

y, por tanto, la categorización del suelo como urbano no consolidado. 

El artículo 184 del TRLUA prevé que las actuaciones de rehabilitación urbana se incorporen en un programa de rehabilitación urbana, con el 
contenido del apartado segundo de este artículo, que normalmente forman parte del plan general de ordenación urbana como una de sus determinaciones. 
Cuando el municipio no disponga de instrumento de planeamiento, el programa de rehabilitación urbana requerirá su aprobación por la Administración 

 que 
corresponda.

5.7 Obtención de terrenos dotacionales
Los suelos o terrenos dotacionales son aquellos sobre los que se implantan los usos y servicios públicos, necesarios para el desenvolvimiento de 

la vida en sociedad de los ciudadanos. Su regulación se haya en Capítulo V del Título Cuarto del TRLUA, artículos 187 a 190.

Distingue el artículo 187 del TRLUA dos clases de infraestructuras y equipamientos urbanísticos públicos de los municipios, los sistemas gene-
rales y las dotaciones locales. Los sistemas generales son las infraestructuras y equipamientos urbanísticos públicos al servicio de toda o gran parte de la 
población del municipio, que podrán ser municipales o de incidencia o interés supralocal o autonómico. Por su parte, son dotaciones locales las infraes-

generales, y las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de estos sistemas como consecuencia de la puesta en servicio de nueva urbanización.

En suelo urbano consolidado, los terrenos destinados por el planeamiento al establecimiento de sistemas generales o dotaciones locales se obten-

Fuera del suelo urbano consolidado, la forma de obtención de los suelos destinados a sistemas generales y dotaciones locales se regula en los artí-
culos 188 y 189 del TRLUA. Así, los terrenos destinados a dotaciones locales se obtendrán mediante cesión obligatoria y gratuita derivada de la gestión 
sistemática de las unidades de ejecución continuas o discontinuas en que se incluyan. En cambio, los terrenos destinados a de sistemas generales se ob-
tendrán normalmente mediante cesión obligatoria derivada de su inclusión o adscripción a unidad de ejecución. Cuando esta modalidad fuera inviable, 

El artículo 191 del TRLUA prevé la obtención de los suelos destinados por el planeamiento a infraestructuras o equipamientos urbanísticos 

compensando a su titular con terrenos o aprovechamientos de los patrimonios públicos de suelo que no estén destinados a la construcción de viviendas 
protegidas. 

-
dentarias donde habrán de hacer efectivos sus derechos. Trascurrido el plazo mínimo de un mes, se procederá a la ocupación, previo levantamiento de 
actas. En el caso de propietarios desconocidos, no comparecientes, incapacitados sin persona que les represente o cuando se trate de propiedad litigiosa, 
se llevarán las actuaciones con el Ministerio Fiscal.

Los propietarios afectados por las ocupaciones directas tendrán derecho a ser indemnizados por el período de tiempo que medie desde la ocupa-

nitiva del mencionado proyecto de reparcelación, los interesados podrán advertir al municipio de su propósito 
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5.8 Expropiación forzosa

-
quiera que fueran las personas o entidades a que pertenezcan, acordada imperativamente, ya implique venta, permuta, censo, arrendamiento, ocupación 

de 20 de marzo, también son de aplicación los artículos 42 a 48 del TRLS, y la legislación en materia urbanística aprobada por las Comunidades Au-

que hacen muy compleja su aplicación práctica.

siguientes del TRLUA. 

De acuerdo con los artículos 43 del TRLS y 206 del TRLUA, el pago del justiprecio podrá realizarse en efectivo o, cuando así se acuerde con el 

TRLS y 208 del TRLUA.

en el artículo 47 del TRLS.

5.9 Proyectos de urbanización

De conformidad con el artículo 121 del TRLUA, los proyectos de urbanización son el último de los presupuestos de ejecución del planeamien-
to mediante actuaciones integradas. Su regulación detallada la encontramos en los artículos 137 del TRLUA, 229 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de 
Administración Local de Aragón, y 159 a 162 del Decreto 52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo parcial de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística.

urbanísticos para un determinado sector o unidad de actuación, precisos para la transformación urbanística a suelo urbanizado a través de su materia-
lización. Así, los proyectos de urbanización constituirán, en todo caso, instrumentos para el desarrollo de todas las determinaciones que el Plan prevea 
en cuanto a obras de urbanización, tales como vialidad, abastecimiento de agua, alcantarillado, energía eléctrica, alumbrado público, jardinería y otras 
análogas.

El ámbito territorial en el que pueden actuar es únicamente el suelo con una ordenación pormenorizada, en tanto que este es el único apto o 
susceptible de una actuación de transformación urbanística.

legitime la acción urbanizadora en cada clase de suelo. Incluirán todas las obras necesarias en una o varias unidades de ejecución o para la ejecución 
directa de los sistemas generales.

suelo urbano no consolidado y los planes parciales y especiales, así como, en su caso, la ejecución directa de sistemas generales en cualquier clase de 

se resolverán mediante los proyectos de obras ordinarias.

las actuaciones de transformación urbanística comportan para su promotor costear y, en su caso, ejecutar todas las obras de urbanización previstas en 
la actuación correspondiente y que supondrán parte de los costes de urbanización, relacionados minuciosamente en el artículo 139 apartado tercero del 
TRLUA. Estas obras, que se detallan en el artículo 160 del Decreto 52/2002, se han de incluir en el proyecto de urbanización, de acuerdo con el artículo 
137 apartado segundo del TRLUA, con la precisión necesaria para que puedan ser ejecutadas por técnico distinto del autor del proyecto.

Supremo, entre otros, en Autos de 10 de julio de 2008, de 13 de enero y de 8 de octubre de 2009 o de 27 de mayo de 2010.



249

14. Urbanismo y Licencias

Para determinar la documentación que deben contener, acudimos al apartado tercero del artículo 137 del TRLUA y al artículo 162 del mismo 
Decreto 52/2002, que señalan que comprenderán una memoria descriptiva de las características de las obras, planos de información y de situación en 
relación con el conjunto urbano, planos de proyecto y detalle, pliego de condiciones técnicas y de condiciones económico-administrativas de las obras 
y servicios, mediciones, cuadros de precios descompuestos y presupuesto.

detalle, previsión que no se ajusta a la distribución de competencias que establece la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 

del principio de especialidad de la norma, debe prevaler.

5.10 Especialidades de gestión en pequeños municipios
-

tica para los considerados como pequeños municipios, que son, a estos efectos, aquellos cuya población no alcanza los dos mil habitantes.

Distingue el artículo 293 del TRLUA entre municipios que cuenten con plan general y municipios que carezcan de él. En el primer caso, la eje-
cución del planeamiento tendrá lugar en cualquiera de las formas establecidas en el TRLUA. En el suelo urbano de estos municipios podrá ejecutarse en 
todo caso el planeamiento mediante la imposición al propietario de la ejecución previa o simultánea de las obras de urbanización precisas, la aprobación 

el suelo urbano podrá imponerse al propietario la previa o simultánea ejecución de la urbanización precisa para la conversión de su parcela en solar. 

El artículo 294 del TRLUA regula la posibilidad de acudir a las obras públicas ordinarias como procedimiento para la ejecución del planeamiento 
en estos pequeños municipios, aplicándose las disposiciones relativas a las actuaciones aisladas. Este régimen se regirá por la normativa de régimen 
local, integrada por los artículos 229 a 232 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón y 334 a 346 del Decreto 347/2002, de 
19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de 
Aragón, y las disposiciones previstas para las actuaciones aisladas en los artículos 131 a 133 del TRLUA. 

suelo urbano no consolidado, en los que la urbanización se desarrolle por obras ordinarias, se prevén los siguientes mecanismos: 

TRLUA.

procedimiento establecido en el artículo 68 del TRLUA para la aprobación de los estudios de detalle, en contra del régimen de distribución de compe-

los instrumentos de gestión urbanística al Alcalde. 

En todo caso, el coste de las obras de urbanización, que deberá ser sufragado por los propietarios en aplicación de los artículos 16 apartado 

apartado cuarto del artículo 294 del TRLUA.

6. EDIFICACION Y USO DEL SUELO

punto de vista lógico, en un momento posterior al del planeamiento urbanístico y al de su ejecución, ene. Entendimiento de que uno de los objetivos del 

6.1 Normas de directa aplicación
Las normas de aplicación directa son los recursos que se reserva el legislador para asegurar un nivel de calidad en el sistema urbanístico y con-

seguir el disfrute de una vivienda digna y adecuada. Se regulan en el Capítulo I, artículos 214 a 216 del TRLUA, relativos a la protección del paisaje, 

En cuanto al primer aspecto, señala la norma que la actividad urbanística debe tener en consideración al paisaje en todas sus fases, lo que obliga 

de protección del medio ambiente establecidas en el ordenamiento jurídico y no podrán menoscabar la belleza o armonía del paisaje natural, rural o 
urbano, considerando sus valores culturales. 

Y más concretamente determina que tanto la tipología de las construcciones como los materiales empleados para la renovación y acabado de 
fachadas, cubiertas y cierres de parcelas habrán de integrarse y armonizar con el paisaje en que vayan a emplazarse. 

sin impedir el acceso a la misma.
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-
dad o para proceder a la ejecu
con los requisitos que se establece en los artículos 220 y siguientes del TRLUA.

Los municipios con población igual o superior a ocho mil habitantes o que cuenten con plan general de ordenación urbana están obligados a 
mantener a los solos efectos de publicidad, un Registro de inmuebles en situación de ejecución por sustitución.

6.3 Títulos habilitantes de naturaleza urbanística

a previa licencia, la reforma de la Ley que supuso la Ley 4/2013, de 23 de mayo distinguió tres títulos habilitantes de naturaleza urbanística distintos, 
la licencia urbanística, la declaración responsable y la comunicación previa, que en la actualidad se regulan en el Capítulo III del Título Quinto del TR-

estatal como los derivados de la Directiva de servicios –Directiva 2006/123/CE-, el establecimiento de declaraciones responsables y comunicaciones 

Sin perjuicio de ello, esta regulación concuerda con lo establecido en el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, y en el artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística.

afecte y del respeto a los derechos civiles implicados, en los términos del artículo 225 del TRLUA.

tiene una primera e importante consecuencia en relación con sus efectos, de acuerdo con el artículo 229 del TRLUA: la licencia legitima para la rea-
lización de su objeto desde la fecha en que sea formalmente adoptada por el Alcalde; en cambio, la comunicación previa y la declaración responsable 
legitiman para la realización de su objeto desde el día de su presentación en el registro general del municipio. Al respecto el propio TRLUA introduce 

plenos efectos: que sean conformes con el planeamiento y la normativa urbanística y que se haya presentado la totalidad de la documentación requerida 
en el registro del órgano competente.

El artículo 226 del TRLUA regula la licencia urbanística como el acto administrativo por el que el Alcalde autoriza a cualquier persona para 
-

ciones y plazos de su ejercicio. 

la relación que se contiene en el apartado segundo de este artículo 226. Sin perjuicio de ello, también podrá solicitarse voluntariamente licencia para 

solicitantes por razones de seguridad jurídica o de otro tipo. 

El régimen previsto para las licencias en este artículo 226 del TRLUA se completa con varias previsiones recogidas en los artículos 231 y si-
guientes del TRLUA y en los artículos 2 a 9 del Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística 

-
ministrativa. En este caso, el plazo para resolver las licencias urbanísticas se interrumpirá desde la solicitud por el interesado autorizaciones de carácter 
previo atribuidas a la competencia de otras administraciones públicas hasta su otorgamiento.

de acuerdo con las previsiones de la legislación y el planeamiento urbanístico vigentes en el momento de la resolución, siempre que esta se produzca 
dentro del plazo legalmente establecido, resolviendo tanto sobre la pertinencia de las obras como sobre el aprovechamiento urbanístico correspondiente. 
El apartado segundo del artículo 3 del RGU incide en que toda resolución que otorgue o deniegue licencia deberá ser motivada.

Se mantiene la clásica cláusula de salvedad del derecho propiedad y sin perjuicio de tercero, que ya recogía el artículo 12 del Reglamento de Ser-
vicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1055, lo que supone que está vedado en los procedimientos administrativos 
sobre licencias urbanísticas que la resolución administrativa de otorgamiento o denegación se fundamente en cuestiones de propiedad civil, aunque po-
drán denegarse si se pretende llevar a cabo una ocupación ilegal del dominio público, en los términos del apartado segundo del artículo 232 del TRLUA.

El artículo 233 del TRLUA regula la revocación de licencias por cambio de planeamiento, estableciendo que si la obra no está iniciada, proce-

ordenación. En cualquiera de los casos, se establecerá en la misma resolución la indemnización que, en su caso, corresponda.

-

condiciones diferentes en cada caso.

o uso del suelo o el subsuelo enumerados sujetos a esta declaración, que dispone de la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos 
establecidos al efecto y que se compromete a mantener dicho cumplimiento durante el período de tiempo inherente a la realización del acto objeto de 
la declaración.
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Están sujeto

declaración responsable con los actos sujetos a licencia, si bien el legislador ha considerado que en este caso el interés general queda cubierto con un 
control posterior por parte del Ayuntamiento, en atención a la naturaleza del acto de que se trate.

El documento de declaración responsable habrá de contener, además de los datos establecidos en la legislación del procedimiento administrativo 

aplicables y relación de los documentos acreditativos del cumplimiento de los anteriores requisitos, con indicación de su contenido general y el nombre 
-

plimiento de dichos requisitos durante el período de tiempo inherente a la realización del acto objeto de la declaración.

A la vista de este artículo, la declaración responsable no tiene por qué ir necesariamente acompañada del documento técnico de la obra, lo que 

acompañadas del proyecto técnico redactado por profesional competente en los supuestos en los que se determine por la normativa de ordenación de la 

El artículo 228 del TRLUA concluye que la comunicación previa en materia de urbanismo es el documento en el que cualquier persona pone en 

no esté sujeto ni a declaración responsable ni a licencia en materia de urbanismo. 

-

personas y bienes, cuando proceda.

Esta comunicación previa, que en su momento ya había sido regulada por la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, 
también se regula en el artículo 162 del Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, 
Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón, que permite que las ordenanzas municipales puedan sustituir la necesidad de obten-
ción de licencia por una comunicación previa del interesado dirigida a la Administración municipal. Permite que el régimen de comunicación previa se 
aplique, entre otros, a las obras de sencillez técnica y escasa entidad constructiva y económica, consistentes normalmente en pequeñas obras de simple 
reparación, decoro, ornato o cerramiento que no precisen de proyecto técnico suscrito por profesional titulado. 

En cuanto al procedimiento para otorgar tanto las licencias urbanísticas, como las comunicaciones previas y las declaraciones responsables, el 
artículo 238 del TRLUA y el apartado primero del artículo 4 del Real Decreto 2187/1978, se remiten al procedimiento establecido en la normativa sobre 
régimen local y en las ordenanzas municipales. A falta de otra regulación, es en los artículos 142 y siguientes del ya citado Decreto 347/2002, de 19 de 

Ya hemos hecho referencia a la obligación de acompañar las solicitudes de licencia o, en su caso, las declaraciones responsables, del proyecto 

requieren de proyecto. Este proyecto habrá de ir visado por el Colegio Profesional correspondiente en los casos pertinentes conforme a lo establecido 
en el artículo 2 del Real Decreto 1000/2010, de 5 de agosto, sobre visado colegial obligatorio.

informe técnico y jurídico, cuando la Entidad otorgante cuente con los servicios correspondientes. En el caso de no disponer de ellos, podrá solicitarlos 
a la entidad comarcal o a la Diputación Provincial. 

TRLUA, siendo los efectos del silencio desestimatorios conforme a lo determinado en los apartados tercero y cuarto del artículo 11 del TRLS, como 
prevé el artículo 239 del TRLUA.

que se promuevan por la Administración de la Comunidad Autónoma, que estarán igualmente sujetos a licencia urbanística, declaración responsable o 
comunicación previa, salvo lo dispuesto para los proyectos de interés general de Aragón. 

6.4 Licencias ambientales
La regulación de estas licencias ambientales se recoge en el Título IV de la Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Am-

correspondientes actividades y comprobar, en el marco de las competencias propias, la adecuación de la actividad a las ordenanzas municipales, a la 

-

Por su parte, quedan fuera del sometimiento a licencia ambiental las actividades que estén sujetas al otorgamiento de autorización ambiental 

artículo 2 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios. 

responsable del titular de la actividad empresarial o profesional avalada mediante informe redactado por profesional técnico competente; ello que no 

En el supuesto de que no se presentara dicha solicitud en el plazo indicado, la declaración responsable quedará sin efectos automáticamente, debiendo 
cesar la actividad ya iniciada. 



252

Azucena Pinilla Irigaray

El procedimiento para el otorgamiento de estas licencias se regula en los artículos 75 y siguientes de la LPPAA, en los que se atribuye la com-

las Comarcas, si bien en la disposición transitoria primera de la propia LPPA se prevé que hasta que estas asuman la competencia, se ejercerá por los 

De acuerdo con lo establecido en los artículos 84 y ss de la LPPA, con carácter previo al comienzo de las actividades sujetas a licencia ambiental 

el Ayuntamiento la correspondiente solicitud acompañada de la documentación que acredite que las obras e instalaciones se han ejecutado de acuerdo 
con lo establecido en la licencia otorgada en su día. El Ayuntamiento, una vez comprobada la idoneidad de la documentación presentada, levantará acta 
de comprobación de que las instalaciones realizadas se ajustan al proyecto aprobado y a las medidas correctoras impuestas, remitiéndose una copia de 

encontramos en nuestra legislación vigente a esta licencia es el artículo 159 del Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por 
el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón que establece que esta licencia tendrá 
por objeto asegurar que los locales e instalaciones reúnen las debidas condiciones de tranquilidad, seguridad y salubridad, en particular la protección 
contra incendios y la salud y seguridad laboral, y que el procedimiento para otorgarla se ajustará a las reglas generales establecidas en el artículo 143 
del mismo Reglamento.

6.5 Parcelaciones

Se dedica el Capítulo IV del Título Quinto del TRLUA, artículos 241 y siguientes, a las parcelaciones, y parte de una importante distinción: 
parcelación rústica frente a parcelación urbanística. Ambas consisten en la división o segregación simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes, 

En sintonía con lo previsto en el apartado tercero del artículo 28 del TRLUA para el suelo no urbanizable, el artículo 243 del TRLUA prohíbe 

constituir una nueva. A falta de terminación en el planeamiento, para determinar la parcela mínima en suelo no urbanizable se aplicarán las unidades 

mayo de 1958, de acuerdo con la disposición adicional segunda del TRLUA.

incluidas en los procedimientos de concentración parcelaria. 

En principio, las licencias de parcelación y las declaraciones de su innecesariedad se someten al régimen de las licencias urbanísticas establecido 
en los artículos 225 y siguientes del TRLUA. Las solicitudes harán constar los objetivos de la parcelación y acompañarán de un plano de situación con 

y las condiciones urbanísticas aplicables a las nuevas parcelas. En estos casos, el silencio administrativo siempre se entenderá denegatorio.

Finalmente, toda parcelación que sea contraria a lo establecido en la legislación y el planeamiento urbanísticos se considera ilegal a efectos 
urbanísticos, especialmente cuando pueda dar lugar a la constitución de un núcleo de población. Se considera núcleo de población la agrupación de 

formas más rigurosa. La regularización de las parcelaciones ilegales, cuando sea posible, se ajustará al procedimiento establecido en los artículos 247 
y siguientes del TRLUA.

6.6 Deber de conservación

El Capítulo V del Título Quinto del TRLUA, artículos 254 y siguientes, regula el deber de conservación de los terrenos, instalaciones, construc-

-

estatal a través de Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, como autonómica, con la Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimo-

relevancia.

En esta línea, el artículo 15 del TRLS incluye entre los deberes que conlleva el derecho de propiedad de terrenos, instalaciones, construcciones 

para servir de soporte a los usos compatibles con la legislación, y el de realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos 
o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, pudiendo consistir las obras incluso en la adecuación a todas o alguna de 

y ejecutar las obras necesarias para mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, así como 
daños o perjuicios a terceros o al interés general, incluidos los medioambientales; garantizar la seguridad o salud públicas; prevenir la contaminación 
del suelo, el agua o el aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas en los términos dispuestos por su 

-
lares, urbanizaciones y carteles quienes deberán mantenerlos en adecuadas condiciones de seguridad, salubridad, ornato público y calidad ambiental, 

condiciones requeridas para la habitabilidad o su uso efectivo. 
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Pero este deber de conservación no es absoluto sino que los apartados segundo y tercero del artículo 15 del TRLS y los apartado tercero y cuarto 
del artículo 255 del TRLUA lo limitan a las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios. Cuando se supere dicho límite, las obras que lo reba-
sen correrán a cargo de los fondos de la Administración, siempre que sean para obtener mejoras de interés general. Cuantitativamente, este límite alcanza 
hasta la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta equivalente al original en relación con sus características constructivas y 

La Administración competente podrá imponer, en cualquier momento, la realización de obras para el cumplimiento del deber legal de conserva-
ción, según el apartado cuarto del artículo 15 del TRLS. Esta previsión se concreta en el apartado segundo del artículo 254 del TRLUA, que asigna a 

artículos 10, apartado segundo, y 11 del Real Decreto 2187/1978.

-

-

situadas en municipios de más de veinticinco mil habitantes y establece que se realice cada quince años. Además, se habilita al planeamiento urbanístico 

técnicos y, en caso de comprobar que estas no se han realizado, ordenar su práctica.

distintas causas: técnicas, que hacen inviable la reparación del mismo; económicas, por el elevado coste de reparación; o urbanísticas, principalmente por 

La declaración de ruina supone la cesación del deber legal de conservación, en la medida que dicho deber resulta, en principio, incompatible 

circunstancias reales han evolucionado.

La regulación de la declaración de ruina la encontramos en los artículos 261 a 263 del TRLUA y 17 a 28 del Real Decreto 2187/1978.

-
rar esta situación y ordenar su demolición total o parcial. Este acuerdo se adoptará previa audiencia del propietario y de los moradores, salvo inminente 
peligro que lo impidiera

-
ción son los siguientes: 

-
ción o terminadas sin título habilitante u orden de ejecución una vez transcurrido el plazo de prescripción de la correspondiente infracción urbanística.

Esta declaración de ruina deberá disponer las medidas necesarias para evitar daños a personas y bienes, y pronunciarse sobre el incumplimiento 

y las obras necesarios para evitar daños a las personas o a bienes de terceros y a proceder a la demolición del inmueble, salvo que se trate de una cons-

a su rehabilitación. 

Si el propietario no adopta las medidas acordadas por el municipio en el plazo otorgado al efecto, se aplicará lo establecido en el apartado segun-
do del artículo 258.2 del TRLUA para los supuestos de incumplimiento de las órdenes de ejecución.

El procedimiento detallado a seguir para declarar la situación legal de ruina lo encontramos en los artículos 17 a 25 del Real Decreto 2187/1978. 
En dicho procedimiento deberán darse las garantías necesarias para acreditar la realidad de hecho de la situación de deterioro que legitima la apertura 
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ulación de la ruina, es el de los casos en que se produce la denominada ruina inminente, que encontramos 

inminente, con peligro para la seguridad pública o la integridad del patrimonio, el Alcalde está habilitado para disponer todas las medidas que sean 
-

casos pudiera conllevar la declaración de su responsabilidad patrimonial ante un derrumbe y respecto de los daños y perjuicios que se pudieran causar.

Sin perjuicio de ello, el municipio será responsable de los daños y perjuicios que resulten de todas las medidas que adopte, sin que ello suponga 

7. DISCIPLINA URBANÍSTICA

En un sentido amplio, entendemos como disciplina urbanística al conjunto de mecanismos y técnicas de que dispone la Administración para 

dedicados a la inspección urbanística, la protección de la legalidad y régimen sancionador.

7.1 Inspección urbanística

-

de que dispone la Administración para ejercer la disciplina territorial y urbanística.

Comunidad Autónoma el ejercicio de la actividad de inspección dentro de su respectivo ámbito de competencias y de forma coordinada.

El ejercicio de esta función se lleva a cabo por los inspectores urbanísticos, los cuales ostentan la condición de agentes de la autoridad, que deben 
actuar acreditando su condición mediante la correspondiente credencial. Para el ejercicio de su función pueden solicitar el apoyo necesario de cualquier 
otra autoridad en su correspondiente ámbito competencial, especialmente de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de la Policía Autonómica 
y de las Policías Locales. En cualquier caso, deben respetar los derechos a la intimidad personal y familiar y la inviolabilidad del domicilio de los afec-
tados por la actuación inspectora, por lo cual, cuando para el ejercicio de la función inspectora fuera precisa la entrada en un domicilio, se solicitará 
la oportuna autorización judicial, salvo que medie consentimiento del afectado. Sus funciones se relacionan en el artículo 267 del TRLUA y para su 

En su labor inspectora se levantarán las correspondientes actas y diligencias, que tienen la naturaleza de documentos públicos y constituyen 

un sentido amplio, como el funcionario público o persona al servicio de la Administración cuya relación contractual comporte similares garantías de 

7.2 Protección de la legalidad

Por protección de la legalidad urbanística se entiende el conjunto de medidas y potestades de que dispone la Administración urbanística con com-
petencias en la materia, en los supuestos de incumplimiento de la legalidad formal o material urbanística, tanto para obras y usos en curso de ejecución 
sin título habilitante o sin ajustarse al mismo, como para obras y usos terminados, así como las medidas a adoptar en caso de que estén amparadas en 
títulos ilegales.

-
mento de Disciplina Urbanística, aprobado por Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio. 

Pero, sin perjuicio de ello, no hay que olvidar que el Código Penal prevé en sus artículos 319 y 320 diversos tipos encaminados a la protección 

relevantes a la misma. Y que el artículo 56 del TRLS prevé que la obligación de poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que pudieran 

la imposición de sanción administrativa sin perjuicio de la adopción de medidas de reposición a la situación anterior a la comisión de la infracción. A 
-

tencioso-administrativa la observancia de la legislación y demás instrumentos de ordenación territorial y que se recoge en los artículos 19 del TRLUA 
y 62 del TRLS.

naturaleza urbanística u orden de ejecución o contra las condiciones señaladas en los mismos. 

-

para las obras en curso de ejecución, según sean compatibles o no con la ordenación vigente.

-
lizar cualquier medio de prueba para acreditar la terminación de las obras en fecha determinada. El artículo 32 del Real Decreto 2187/1978 nos da los 
criterios para determinar cuando se considera que unas obras amparadas por licencia están totalmente terminadas.

El mero transcurso del plazo de prescripción no conlleva la legalización de las obras, que quedarán sujetas a un régimen asimilado al de fuera de 
ordenación regulado en el artículo 82 del TRLUA.
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-
banizable especial, el Alcalde adoptará el acuerdo que proceda, pero sin limitación alguna de plazo. Tanto el artículo 55 del TRLS como el 41 del Real 

o espacios libres previstos en los planes como nulas de pleno derecho.

-
mento de la ejecución de las obras, se aplicará el más favorable a las obras realizadas.

Tanto en el caso de obras y usos en curso de ejecución y como en el de obras terminadas, transcurridos seis meses desde el inicio del procedimien-

El apartado primero del artículo 270 del TRLUA obliga a las administraciones públicas competentes en materia de disciplina urbanística a 
adoptar las medidas legalmente establecidas para restablecer la legalidad urbanística y a reponer la realidad física alterada como consecuencia de cual-

públicos costa del interesado. En dicha resolución se otorgará un plazo para que puedan hacerse efectivas de forma voluntaria las medidas acordadas, 

de multas coercitivas, reguladas en los artículos 102 y 103 de la Ley 39/2015, respectivamente, a las particularidades establecidas en el apartado tercero 
del artículo 270 del TRLUA.

un régimen asimilado al de fuera de ordenación.

De acuerdo con el artículo 275 del TRLUA, los actos dictados en materia de disciplina urbanística serán inscribibles en el Registro de la Propie-
dad en los términos de los artículos 65 TRLS y 56 y siguientes del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas comple-
mentarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística.

7.3 Régimen sancionador

En el sistema jurídico en materia sancionadora urbanística tiene especial incidencia la normativa estatal básica, que supone la aplicación de 
los principios reguladores del ejercicio de la potestad sancionadora, contenidos en los artículos 25 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, y las especialidades en el procedimiento que se recogen en 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Junto a esta normativa, hemos de acudir a 
los artículos 277 y siguientes del TRLUA y 51, 52, 55, 58 a 63 y 92.2 del Reglamento de Disciplina Urbanística, aprobado por Real Decreto 2187/1978, 
de 23 de junio.

-

sanciones urbanísticas o con la denominación de medidas complementarias, que en todo caso, son compatibles con las multas. 

Hay que dejar claro que no tienen en ningún caso naturaleza sancionadora las medidas tendentes a restablecer la legalidad urbanística, ni las mul-
tas coercitivas que establezcan las leyes como medios de ejecución forzosa de las órdenes de paralización o de ejecución, que también son compatibles 
con las sanciones que puedan imponerse a los responsables de las infracciones urbanísticas.

graves y muy graves, sancionadas con multa de seiscientos a seis mil euros, seis mil euros y un céntimo a sesenta mil euros y sesenta mil euros y un 
céntimo a trescientos mil euros, respectivamente. Se consideran como infracciones muy graves las conductas que suponen un especial impacto sobre 

se incluyen los supuestos de incumplimiento no considerados infracciones graves y muy graves.

Estas sanciones se imponen a las personas físicas o jurídicas que resulten en cada caso responsables de los hechos constitutivos de la infracción, 
en los términos que se detallan en el artículo 280 del TRLUA. 

Para la gradación de las sanciones, el artículo 282 del TRLUA se basa en la proporcionalidad a la gravedad de los hechos constitutivos de la 
infracción, conforme a los criterios establecidos en la legislación del procedimiento administrativo común, partiendo del principio de incautación del 

reglas a tener en cuenta para la aplicación de las sanciones.

para determinar en cada caso la responsabilidad del infractor y que se deberán considerar para la imposición de la correspondiente sanción. Estas cir-
cunstancias se desarrollan en el artículo 55 del Real Decreto 2187/1978. 

Junto a las sanciones, el artículo 283 del TRLUA regula las medidas complementarias que se impondrán necesariamente al infractor, como son 
restaurar el orden urbanístico alterado, reponer los bienes afectados al estado anterior a la producción de la situación ilegal e indemnizar los daños y 
perjuicios causados. La obligación de la adopción de medidas tendentes a la reposición de los bienes a su estado anterior se prevé asimismo en el artículo 
52 del Real Decreto 2187/1978.

Los plazos de prescripción tanto de las infracciones como de las sanciones se regulan en el artículo 284 del TRLUA. El plazo de cómputo de 
las infracciones se computará desde la fecha en que se hubieran cometido los hechos o, si esta fuere desconocida, desde la fecha en que hubiera podido 

la actividad o la del último acto con el que la infracción se consuma.

En lo que respecta a las distintas actuaciones y trámites que debe contener el procedimiento sancionador, no se detalla en la legislación urbanís-
tica autonómica, por lo que resultará de aplicación el Decreto 28/2001, de 30 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento 
del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón. Sí que se recoge en el artículo 285 del TRLUA, 
la distribución de competencias entre los distintos órganos municipales, atribuyendo al Alcalde sancionar por las infracciones leves, y al Ayuntamiento 
Pleno por las infracciones graves y muy graves. 
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El artículo 287 del TRLUA regula la posibilidad de condonación parcial de la sanción en el cincuenta% de su cuantía cuando con posterioridad 

a la imposición de la multa, pero antes del inicio del procedimiento de apremio, el obligado proceda a la completa y voluntaria reposición de la realidad 

física ilegalmente alterada y a la reparación de los posibles daños causados.

Finalmente, ha resultado muy efectiva la previsión recogida en la disposición adicional decimocuarta del TRLUA, que regula la posibilidad de la 

delegación intersubjetiva de competencias en materia de disciplina urbanística, introducida mediante la Ley 2/2016, de 28 de enero. 

8. PREGUNTAS HABITUALES SOBRE URBANISMO Y LICENCIAS

y, por tanto, la aprobación inicial de las mismas corresponde al Pleno de la Corporación.

¿Es lo mismo parcelación que reparcelación? 

No puede confundirse el término de parcelación con el de reparcelación. La parcelación es una operación de división o segregación de terrenos, 

pero también agraria y forestal. En cambio, la reparcelación es una operación consistente en volver a parcelar un ámbito de actuación, en el que normal-

mente se recogen parcelas de varios propietarios, para su nueva división en cumplimiento del planeamiento. 

¿Qué es la declaración previa de innecesariedad de licencia?

¿Cuando puedo iniciar una obra sujeta a declaración responsable?

iniciar las obras hasta el otorgamiento de esta resolución?

En el caso de tratarse de una actividad sujeta a licencia ambiental, se debe solicitar ante el Ayuntamiento esta licencia, previa presentación de la 

que regula el artículo 72 de la misma ley, que autorizaría al inicio inmediato de la actividad, sin perjuicio de la obligación de presentar el plazo de dos 

meses la solicitud de licencia ambiental.

Si la actividad no estuviera sujeta a licencia ambiental sería necesario solicitar la licencia de apertura regulada en el artículo 159 del RBASO.

Y si en ambos casos se fuera a llevar cabo obras, se debería asimismo solicitar el correspondiente título habilitante de naturaleza urbanística, de 

acuerdo con los artículos 22 y ss del TRLUA. 

¿Qué sucede si hago una obra o realizo una actividad sin tener licencia?

De acuerdo con el artículo 268 del TRLUA, si se realiza una obra sin el correspondiente título habilitante, la Administración ordenará la parali-

zación inmediata de la misma hasta su obtención. Si se trata del inicio de una actividad, ordenará el cese de la misma y, en caso de incumplimiento, se 

procederá al precinto del local.


